
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, EN MATERIA DE PRUEBA CONFESIONAL, A CARGO DEL DIPUTADO JORGE ÁLVAREZ 

MÁYNEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, diputado Jorge Álvarez Máynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, y 

en apego a las facultades y atribuciones conferidas por el artículo 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción I, y artículos 77 y 

78, del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a 

consideración de esta asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción 

II del artículo 20, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, bajo la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

El artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos señala que todo individuo tiene 

derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. Ello implica que ninguna persona podrá 

ser privada de su libertad arbitrariamente, ser víctima de violencia desproporcionada durante su 

detención, permanecer incomunicada o aislada, ni ser retenida por plazos mayores a los que indican 

las leyes; el artículo 16 de nuestra Constitución se pronuncia en el mismo sentido. Sin embargo, las 

grandes deficiencias que presenta el sistema de justicia penal de nuestro país, obstaculizan el efectivo 

acceso de los mexicanos a la impartición de justicia y, en muchos casos, los convierten en víctimas 
de injusticias. 

Prácticas tales como la tortura, la fabricación de culpables, la extorsión a manos de agentes estatales 

y, en casos extremos, la desaparición forzada, tienen como común denominador un origen: la 

detención ilegal y arbitraria de ciudadanos por parte de cuerpos policiacos y militares, aunada a la 

falta de su puesta a disposición inmediata ante las autoridades competentes. Estas prácticas 

aumentaron exponencialmente a partir del lanzamiento de la llamada “guerra contra el narco”, durante 

la administración del expresidente Felipe Calderón. 

A pesar de que México es parte de tratados internacionales que prohíben la tortura y los malos tratos, 

ésta sigue ocurriendo con mucha frecuencia. De hecho, el Comité contra la Tortura de las Naciones 

Unidas observó durante una visita a nuestro país que la misma “tiene carácter habitual y se recurre a 

ella de manera sistemática como un recurso más en las investigaciones criminales, siempre disponible 
cuando el desarrollo de éstas lo requiere”1 . 

Es común la idea de que la tortura es una práctica propia de épocas anteriores, y que es realizada 

únicamente por gobiernos autocráticos, esto una idea errónea. “Si bien, se argumenta que es un acto 

desprovisto de razón, o barbárico, al mismo tiempo se lleva a cabo desde la máxima expresión 

histórica de la organización humana: el estado.”2 La tortura implica una violación grave a los derechos 

humanos, de la que los agentes estatales encargados de hacer cumplir la ley, hacen uso 

constantemente para obtener confesiones y fabricar cargos a los ciudadanos. Y su práctica se 

reproduce, pues es un hecho difícilmente investigable. 

Una encuesta global publicada por Amnistía Internacional en 20143 , arroja un dato alarmante: 64 por 

ciento de los mexicanos temen ser sometidos a tortura si son puestos bajo custodia. Eso lo convierte 
en el segundo país donde el temor es más elevado, sólo por debajo de Brasil. 

Pero ese temor de la sociedad mexicana es fundado, puesto que según datos publicados por Amnistía 

Internacional, la Comisión Nacional de Derechos Humanos ha recibido, en tan sólo cuatro años 



(2010-2014), 7 mil 741 denuncias de tortura y otros malos tratos4 . Existen, asimismo, indicios para 

suponer que la práctica de la tortura es muy recurrente a nivel estatal: el Centro de Derechos Humanos 

Miguel Agustín Pro Juárez, calculó a partir de datos recopilados de instituciones estatales, que en 

México, se presentaron al menos 10 mil 400 denuncias de tortura y otros malos tratos a lo largo de 

2014. 

De 2004 a 2014 los organismos públicos de derechos humanos del país registraron al menos 57 mil 

890 quejas por detención arbitraria y más de 17 mil por tortura y tratos crueles, inhumanos y 

degradantes. El estado de Jalisco presentó el mayor número de detenciones arbitrarias en 2014 (6 mil 

153), seguido del estado de México (4 mil 591) y el Distrito Federal (4 mil 89)5 . 

Además, existe un patrón de detenciones arbitrarias y tortura en contra de activistas, con la finalidad 

de inhibir la defensa de los derechos humanos. Como un botón de muestra, basta indicar que, en años 

recientes, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria de la ONU emitió cinco opiniones 

oficiales al gobierno mexicano6 , por los siguientes casos: 

• Damián Gallardo, quien según la opinión 23/2014 fue arrestado violentamente, desaparecido, 

incomunicado y torturado, hasta que se le obligó a firmar unas hojas en blanco que contendrían su 

legal confesión. Todo ello como represalia por su labor como defensor de los derechos de pueblos 

indígenas. 

• Pedro Canché, quien según la opinión 18/2015 sufrió una detención y su posterior proceso penal 
como actos represivos por su labor periodística en favor de la comunidad maya. 

• Librado Baños, quien en la opinión 19/2015, se indica que sufrió su arresto y actual 

procesamiento penal en represalia por su activismo en defensa de los derechos de los pueblos 

indígenas y afrodescendientes. Además se advierte que su salud se encuentra deteriorada debido a 
los malos tratos que se le han dado en prisión. 

• Nestora Salgado, quien según la opinión 56/2015, fue privada de su libertad en una prisión de 

máxima seguridad y víctima de diversas violaciones a sus derechos humanos debido a su lucha por 

la autodeterminación de los pueblos indígenas. 

• Enrique Guerrero, quien según la opinión 55/2015, sufrió una detención violenta, y fue víctima 

de golpes, asfixia, amenazas físicas, sexuales y sicológicas para aceptar su participación en el 

secuestro de niños. El joven, estudiante de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) 
y ajedrecista, fue hecho preso por su defensa activa de los derechos humanos. 

Las fuerzas del orden de los tres ámbitos de gobierno practican detenciones arbitrarias de manera 

sistemática. En el estado de indefensión al que son llevados los detenidos, corren un riesgo muy alto 

de ser torturados y sometidos a tratos crueles, inhumanos y degradantes, para extraerles confesiones 
o información incriminatoria. 

De la misma manera, se tienen varios documentados de casos de migrantes centroamericanos 

encarcelados, cuya incriminación se debe a confesiones que realizaron sometidos a tortura por parte 

de las autoridades. Un caso emblemático es el de Ángel Amílcar Colón, hondureño de origen garífuna, 

que Amnistía Internacional consideró un “preso de conciencia”. Ello, debido a que por su condición 

de migrante y afrodescendiente, fue detenido en el territorio nacional en 2009; posteriormente, fue 

torturado por elementos del Ejército y policías federales antes de ser puesto a disposición del 

Ministerio Público para obligarlo a autoinculparse en la comisión de varios delitos relacionados con 



el crimen organizado. Ángel pasó más de cinco años recluido injustamente en una prisión de máxima 

seguridad, hasta que en 2014 fue puesto en libertad, al probarse su inocencia7 . 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su informe Situación de los derechos humanos 

en México 2015 indica que ha recibido información sobre los métodos de tortura más utilizados, que 

incluyen golpes con puños, macanas y culatas de armas en diversas partes del cuerpo; patadas con 

botas; insultos, amenazas y humillaciones; descargas eléctricas en los genitales; presenciar y escuchar 

el sometimiento de otras personas a tortura; la asfixia; y la tortura sexual. Es decir, que comprende 

actos que no sólo causan un daño físico sino también mental y emocional. Además, señala la 

Comisión que “a nivel estatal las detenciones arbitrarias son utilizadas políticamente como 
herramienta para acallar voces disidentes, movimientos sociales y movimientos estudiantiles.”8 

En la práctica judicial, resulta extremadamente complicado para los imputados refutar y desechar la 

prueba confesional obtenida forzadamente. El papel que en ese sentido juegan los peritos es crucial, 

pues “a menudo descartan las lesiones o examinan a las víctimas demasiado tarde, cuando hace ya 

mucho que las heridas han curado. Así, con las pruebas físicas desaparecidas, y las pruebas 

psicológicas ignoradas, nadie rinde cuentas de lo sucedido.”9 Es un círculo vicioso en el cual, la 

tortura es practicada mientras que el gobierno pretende que no existe, por lo que su uso se perpetúa. 

En ese tenor, el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (GIEI) advirtió en su informe 

sobre el caso Ayotzinapa, acerca del peligro que representa en un sistema de justicia penal como el 

nuestro, la preponderancia que se le da a la prueba confesional. Sobre todo si se considera la 

prevalencia de la práctica de la tortura en la obtención de confesiones. 

Así, el GIEI recomendó al Estado mexicano realizar una reforma legal para establecer de manera 

expresa en la legislación mexicana tanto a nivel federal como estatal que en ningún caso la confesión 

del inculpado puede ser plena prueba. La confesión siempre debe ser confrontada con otros medios 

de prueba10 . 

Considerando que por mandato constitucional, a todas las autoridades les corresponde respetar, 

garantizar y promover el respeto a los derechos humanos, esta iniciativa busca establecer una postura 

de combate a la tortura, un mal endémico que afecta a nuestro sistema de procuración de justicia. Si 

bien es cierto que el estado posee el monopolio del uso de la fuerza, debe usarla de forma razonable, 

excepcional y proporcional, respetando en todo momento la integridad y la dignidad de las personas. 

Dadas las condiciones violentas en que, en muchas ocasiones, son obtenidas las confesiones en el 

desarrollo del proceso penal, es necesario que la prueba confesional no sea considerada prueba plena, 

sino que en todo momento sea valorada en relación con otros medios objetivos de prueba. 

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consideración, la presente iniciativa con proyecto 
de 

Decreto por el que se reforma la fracción II del artículo 20, apartado B, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se reforma la fracción II del artículo 20 apartado B de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 20. [...] 

A. De los principios generales: 



I. a X. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

I. [...] 

II. A declarar o a guardar silencio. Desde el momento de su detención se le harán saber los motivos 

de la misma y su derecho a guardar silencio, el cual no podrá ser utilizado en su perjuicio. Queda 

prohibida y será sancionada por la ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura. La 

confesión rendida sin la asistencia del defensor carecerá de todo valor probatorio. En ningún caso 

la confesión del inculpado podrá ser prueba plena, siempre deberá ser confrontada con otros 
medios de prueba ; 

III. a VIII. 

C. De los derechos de la víctima o del ofendido: 

I. a VII. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Segundo. La Cámara de Diputados, en un plazo no mayor a sesenta días naturales a partir del día 

siguiente de la publicación del presente decreto, deberá armonizar las leyes correspondientes. 

Tercero. Los congresos de los estados, en un plazo no mayor a ochenta días naturales a partir del día 

siguiente de la publicación del presente decreto, deberán armonizar sus respectivas leyes en la 
materia. 
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